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Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado
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Dirección de Sanidad de la Policía Seccional Risaralda
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DERECHOS A LA DERECHO A LA SALUD Y A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS / SEGURIDAD SOCIAL DE LOS MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA. “La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial. Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios. Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”. Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares (…)”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de marzo de dos mil diecisiete
Acta N° 0     de 28 de marzo de 2017
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por LILIANA ANDREA TRUJILLO ACOSTA  en calidad de agente oficiosa de MARIANA RAMÍREZ TRUJILLO contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Liliana Andrea Trujillo Acosta que al igual que su hija menor de edad, Mariana Ramírez Trujillo son beneficiarias del subsistema de salud de las Fuerzas Militares y de Policía,  toda vez que su esposo es policía activo de la institución; que la menor que cuenta con dos años de edad, tiene un germen aislado llamado “staphylococcus epidermis”, para lo cual fue ordenado, por el oftalmólogo pediátrico, con “CARÁCTER DE PRIORITARIO”, la realización de un “sondeo de vía lagrimal y drenaje del saco lagrimal, bilateral, anestesia general”.
Refiere que invoca la presente acción de tutela, con el fin de que sean amparados los derechos a la salud y a la integridad física de la menor agenciada y como consecuencia se ordene a Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, que autorice el servicio requerido, así como el tratamiento integral que requiere en procura de brindarle a la paciente mejor calidad de vida.

TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha catorce (14) de marzo del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis.
La Seccional de Sanidad Risaralda, dio respuesta a la acción haciendo un recuento normativo relacionado con su naturaleza jurídica y sus funciones dentro del Subsistema de Salud de la Policía Nacional, para luego informar que el servicio solicitado por la paciente debe ser contratado con la red externa de prestadores de servicio de salud, encontrándose un procedimiento interno previsto para la autorización de las órdenes médicas especializadas.
Sostiene la entidad, que con el fin de proteger los derechos de la menor, ordenó la valoración por Oftalmología Pediatrica, al paso que autorizó el procedimiento denominado “sondeo y lavado de vías lagrimales sod+”, cuya realización se llevaría a cabo una vez sea dispuesto por el especialista según su criterio médico.
CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud de la menor Mariana Ramírez Trujillo que no haya sido ordenada la realización del “sondeo de vía lagrimal y drenaje del saco lagrimal”?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por la esa Corporación, en recientemente en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.
Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”.
Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, la Sala de Casación Laboral recientemente indicó:

“Además, no sobra recordar que la Ley 352 de 1997 especificó que el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares está constituido, entre otros, por la Dirección General de Sanidad y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quienes en virtud de los principios de obligatoriedad, protección integral, descentralización, desconcentración, unidad y atención equitativa y preferencial, tendrán que trabajar de manera armónica con el fin de brindar una efectiva atención en salud a sus afiliados y beneficiarios y para ello deberán hacerse cargo de la prevención el diagnóstico, el tratamiento y la rehabilitación de cada uno. 

Lo anterior, aunado a que el Decreto 4782 de 2008 estableció como funciones de la Dirección General de Sanidad Militar la de dirigir y coordinar los planes y programas en salud para el funcionamiento del sistema y contratar, dirigir y comprometer el gasto de los recursos para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados, todo ello, se insiste, bajo un trabajo conjunto con las direcciones de sanidad de cada fuerza, en este caso, la Militar, quien tiene la obligación específica de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención”. 

3. CASO CONCRETO

Fuera de cualquier discusión se encuentra el hecho que la menor Mariana Ramírez Trujillo, quien, según el registro civil de nacimiento que obra a folio 3 del expediente, tiene en la actualidad 2 años, 6 meses y 17, ostenta la calidad de sujeto de especial protección, como tampoco el cuadro clínico que actualmente presenta, por cuenta del germen aislado encontrado en su organismo, denominado “staphylococcus Epidermis”, el cual ha generado los síntomas por los cuales ha sido ordenado “sondeo de vía lagrimal y drenaje de saco lagrimal”, conforme da cuenta la historia clínica que acompaña la acción y que se advierte del folio 6 al 19 del expediente.

Esta, da cuenta también que el galeno que solicitó la autorización de dicho procedimiento, no se encuentra adscrito a Sanidad de la Policía Nacional –Seccional Risaralda, pues la orden precisa que la orden precisa que la entidad que remite a la paciente es Diagnósticos Oftalmológicos, situación que advirtió la llamada a juicio y por tanto procedió a programar cita con especialista de la entidad, para el día 28 de los corrientes, así como a autorizar el servicio según su criterio médico.
En este punto, es propio traer a colación la Sentencia T-760 de 2008, en donde la Corte Constitucional precisó que “[un concepto médico externo] puede llegar a obligar a una entidad de salud a la cual no se encuentre adscrito, si la entidad tiene noticia de dicha opinión médica, y no la descartó con base en información científica, teniendo la historia clínica particular de la persona, bien sea porque se valoró inadecuadamente a la persona o porque ni siquiera ha sido sometido a consideración de los especialistas que sí están adscritos a la entidad de salud en cuestión. En tales casos, el concepto médico externo vincula a la EPS, obligándola a confirmarlo, descartarlo o modificarlo, con base en consideraciones de carácter técnico, adoptadas en el contexto del caso concreto.”, y en el presente caso, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional – Seccional Risaralda, programó un servicio con el mismo especialista precisamente para determinar la procedencia del procedimiento ordenado a la menor –fl 26 vto-, decisión que se acompasa con lo considerado por la Alta Magistratura.
No obstante lo anterior, como quiera que no existe evidencia de que el servicio programado para la fecha, consistente en la valoración de la menor Mariana Ramírez Trujillo por parte del especialista oftalmopediatra, fue recibido por ésta, en aras de evitar más dilaciones en su tratamiento y con el fin de salvaguardar su derecho a la salud, se amparará dicha garantía constitucional y se dispondrá a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda dirigido por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, si aún no lo ha llevado a cabo, programe cita para que la pacientes sea examinada por la especialización de oftalmología pediatra y realice las gestiones necesarias para que le sea practicado el “sondeo de vía lagrimal y drenaje de saco lagrimal” si así lo determina el especialista.

En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta
 –GERMEN AISLADO STAPHYLOCOCCUS EPIDERMIS-. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas, de los cuales es titular la menor MARIANA RAMÍREZ TRUJILLO, agenciada por la señora LILIANA ANDREA TRUJILLO ACOSTA.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda dirigido por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, si aún no lo ha llevado a cabo, programe cita para que la menor Mariana Ramírez Trujillo sea valorada por un especialista en oftalmología pediatra y realice las gestiones necesarias para que le sea practicado el “sondeo de vía lagrimal y drenaje de saco lagrimal” si así lo determina el médico tratante.

En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –GERMEN AISLADO STAPHYLOCOCCUS EPIDERMIS-. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO OCAMPO GAVIRIA
Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-760 de 2008 
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